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CC. Secretarios de la Mesa Directiva del  
Senado de la República del H. Congreso de la Unión 
P r e s e n t e s 

Marcela Torres Peimbert, Javier Corral Jurado, Ernesto Ruffo Appeal, 
Francisco Domínguez Servién, Víctor Hermosillo y Celada, Héctor Larios 
Córdova, Dolores Padierna Luna, Armando Ríos Piter, Mario Delgado Carillo, 
María Lucero Saldaña Pérez, María del Roció Pineda Gochi Senadores de la 
República para la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en el 
artículo 71 fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
así como los artículos 8° numeral 1, fracción I, 164 numeral 1, 169 y 172 del 
Reglamento del Senado de la República, sometemos a la consideración de esta 
Soberanía, la siguiente Iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
reforman el párrafo quinto de la fracción I del artículo 31, el párrafo séptimo 
del artículo 93, la fracción I y el primer párrafo de la fracción II, ambos del 
artículo 97, el párrafo cuarto de la fracción III del artículo 176; se adiciona la 
fracción XXI al artículo 95; y se deroga el párrafo segundo de la fracción II 
del artículo 97, todos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, al tenor de la 
siguiente: 

Exposición de Motivos 
 
Estamos ante un cambio de época, fenómenos como la migración, la inclusión de 
la mujer en el mercado laboral, la corta duración del matrimonio, entre otras, 
ocasionaron que el papel de la familia se viera desplazado. Desde hace algunos 
años, la conformación familiar se transformó, según cifras del INEGI, tan sólo 7 de 
cada 100 niños viven con ambos padres, mientras que el tiempo promedio de 
duración del matrimonio es de 10 años, hoy en día no hay heterogeneidad en la 
familia, por el contrario hay familias uni parentales, con padres del mismo sexo, 
formadas con uno de los padres y los abuelos, etcétera, este cambio en la 
configuración de la familia implicó, necesariamente, un cambio en la configuración 
social.  
 
Tareas básicas como la de transmisión de valores, de formación de una identidad 
nacional, de unión y trabajo en equipo, de protección a los niños, a los adultos 
mayores o en general a los débiles, ya no se enseñan en el seno familiar, hoy en 
día tenemos un hueco en el proceso de formación del ser humano, el cual no se 
cubre con la escuela, pero es paulatinamente reemplazado por  los medios 
masivos de comunicación, la televisión es quien educan a nuestros jóvenes. El 
fenómeno de transformación de la familia, es mundial, y plantea un reto a las 
sociedades actuales, adaptarse y buscar la manera de enseñar a los jóvenes 
estas tareas que la familia ya no cubre, o educar nuevas generaciones con 
profundas carencias en su formación humana. 
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En países como Alemania, donde cada ciudadano participa en al menos 7 
organizaciones sin fines de lucro las tareas que antes transmitía la familia, ahora 
las transmite la sociedad organizada. Es así que la participación ciudadana, a 
través de la conformación de organizaciones de la sociedad civil,  se pondera en el 
siglo XXI como el mejor medio para transmitir valores, formar una identidad 
nacional, proteger a los desvalidos, generar unión y enseñar a trabajar en equipo a 
los jóvenes que forman parte de una sociedad determinada. 
 
Aunado a lo anterior, en nuestro país la figura de Estado paternalista que subsistió 
durante muchos años,  generó una codependencia de los mexicanos hacia la 
resolución de los problemas sociales mediante medidas estrictamente 
gubernamentales, esta codependencia ha impedido fortalecer a la ciudadanía y 
trascender de una mera democracia formal a una democracia de calidad. 
 
La hipertrofia legislativa en materia electoral nos demuestra que los esfuerzos por 
fortalecer a la democracia no deben ser sólo legislativos, por el contrario, la 
democracia no se logra en o por las leyes, la democracia se logra a través de los 
ciudadanos, sólo los ciudadanos son capaces de construir una democracia sólida 
cuando se les permite participar y deliberar en los asuntos públicos. 
 
En nuestro país tan solo existen 36 mil organizaciones de la sociedad civil, para 
aproximadamente 112 millones de mexicanos, mientras que en países como 
Argentina existen 100 mil para 30 millones de argentinos, en México no 
comprendemos que la ciudadanía fuerte hace fuerte al país. 
 
Como legisladores, esta situación nos exige tomar medidas, a efecto de reformar 
el marco fiscal de las OSC´s con el objeto de incentivar la creación de nuevas 
organizaciones, y el fortalecimiento de las ya existentes, en el entendido de que, 
como medida de largo plazo, se liberará al Estado de realizar muchas actividades 
que se pueden realizar de manera más eficiente desde la sociedad civil 
organizada. 
 

Justificación de la Reforma a los artículos 31, 95, 97 y 176 

 
El 25 de abril de 2007 el Diputado Federal del PRD Juan Guerra Ochoa, a nombre 
de los Grupos Parlamentarios del PRD, Convergencia, y PT, presentó la iniciativa 
“que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, del Código Fiscal de la Federación y de la Ley del Servicio de 
Administración Tributaria”. 
 
Entre varios puntos, la iniciativa contenía la reforma a los artículos 31 y 176 del la 
Ley del Impuesto sobre la Renta. La reforma planteada por el Diputado Juan 
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Guerra, tenía como objetivo establecer un límite de 50 por ciento a la deducibilidad 
del monto otorgado en donativo a las organizaciones de la sociedad civil, tanto por 
personas físicas como personas morales. 
 
Entre los argumentos principales que el diputado incorporó en su propuesta se 
encontraban los siguientes: 
 

1. Que México era una de las pocos países en el mundo que no contaba con 

límites a la deducción fiscal sobre el monto de donativos otorgados a las 

organizaciones de la sociedad civil, lo que se implicaba que cualquier 

cantidad monetaria donada  a una donataria autorizada, significaba una 

reducción de la utilidad fiscal para personas morales y físicas. En virtud de 

que significaba una reducción de la utilidad fiscal, esto se traducía en un 

menor pago de impuestos por parte de las personas, lo que en última 

instancia equivalía a que el donativo fuera otorgado en realidad por la 

autoridad fiscal, pues la disminución en la recaudación derivaba de la 

menor utilidad fiscal. El Diputado Juan Guerra señalaba que estos 

donativos se convertían en recursos 100 por ciento públicos entonces. 

 
2. Que la falta de un límite a la deducción por donativos otorgados a las 

donatarias autorizadas había generado comportamientos perversos en 

donde muchas personas morales, principalmente, creaban organizaciones 

no lucrativas con la única finalidad de evadir el Impuesto Sobre la Renta 

realizando operaciones de “triangulación y donaciones cruzadas” hacia sus 

propias organizaciones civiles, que también eran donatarias autorizadas. 

 
3. Que existía un “conjunto de carencias y observaciones en la calidad, 

claridad y discrecionalidad con la que el sector público otorgaba donativos 

desde el presupuesto público federal (sic)”. 

 
De estos argumentos, el diputado Juan Guerra determinó que los contribuyentes 
debíamos demandar un “mecanismo de control efectivo”, por lo que un primer 
paso podría ser establecer un límite de 50 por ciento de deducción a los donativos 
realizados a donatarias autorizadas, de forma tal que existiera una verdadera 
participación del sector privado, asumiendo un 50 por ciento del monto del 
donativo y no dejando la carga total al sector público por el costo fiscal que 
implicaba la deducibilidad del monto en donación. En principio, el mecanismo 
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también tenía como propósito prevenir y contener comportamientos de corrupción, 
evasión fiscal y para inducir la transparencia en el uso de los recursos públicos 
otorgados en donativo a las organizaciones de la sociedad civil. 
 
Si bien los planteamientos del Diputado Juan Guerra en parte eran correctos, sus 
argumentos en realidad estaban enfocados a los donativos que realizaban las 
personas morales, es decir, en la reforma al artículo 31 de la Ley del Impuesto 
Sobre la Renta. En los argumentos presentados en su iniciativa, no había un 
soporte claro para que también se estableciera el mismo límite a la deducibilidad 
de los donativos otorgados por las personas físicas.  
 
Seguramente, en el análisis personal del diputado Juan Guerra, era más sencillo 
igualar los límites tanto para personas físicas como para morales, evitando de esta 
forma que los accionistas  o socios de una persona moral, pudieran evadir la carga 
fiscal personal realizando el donativo como persona física si el límite de 
deducibilidad para donativos fuera mayor para personas físicas. Sin embargo, eso 
no queda del todo claro en la iniciativa del diputado Juan Guerra. 
 
Fue, sin embargo, la Comisión de Hacienda y Crédito Público, presidida por el 
entonces diputado del PRI Jorge Estefan Chidiac, quien ajustó este límite a la 
deducibilidad del monto otorgado en donativos a las organizaciones de la sociedad 
civil. De esta forma, de un límite a la deducibilidad de 50 por ciento planteado por 
el diputado Juan Guerra, la Comisión, sin dar ningún argumento de la disminución 
del límite, decidió establecerlo en 7 por ciento. No hubo análisis detrás de esta 
determinación ni argumento que convenciera de que ese límite era el adecuado 
para el eficiente funcionamiento del “mecanismo de control” que planteó el 
diputado Juan Guerra. Simplemente, así lo aprobó la Comisión de Hacienda y 
Crédito Público de la Cámara de Diputados en la anterior legislatura. 
 
La Comisión en comento, tampoco argumentó la razón por la cual igualaba el 
límite de la deducibilidad entre personas morales y físicas. Simplemente señaló 
que “se considera que la modificación propuesta permite orientar de manera 
adecuada el beneficio fiscal de deducir los donativos efectuados a las donatarias 
autorizadas, pues al establecer que el límite de la deducibilidad sea en los 
términos indicados permite que la deducibilidad de los donativos sólo la realicen 
los contribuyentes que generaron utilidades fiscales en el ejercicio inmediato 
anterior”. 
 
Si bien los argumentos de control fiscal para evitar la evasión y elusión fiscales 
son del todo adecuados, lo que nunca imaginaron el diputado Juan Guerra, ni la 
Comisión de Hacienda y Crédito Público que dictaminó dicha iniciativa, es que un 
límite tan bajo como es el 7 por ciento, a la deducibilidad de los donativos 
otorgados por personas físicas y morales a donatarias autorizadas, no incentiva la 
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donación y mucho menos, permite la proliferación de recursos que financien la 
operación de organizaciones de la sociedad civil que, por vocación y compromiso, 
atienden a grupos vulnerables, minorías y dan solución a problemas sociales en 
nuestro país. 
 
Esta situación de falta de fuentes de recursos para apoyar la operación ciudadana 
a través de las organizaciones de la sociedad civil, sólo limita el tamaño del sector 
social, su capacidad de acción social y desincentiva la donación. 
 
De acuerdo con un análisis realizado por el Dr. Michael D. Layton1 del ITAM, se 
evidencia que el financiamiento o los recursos de operación de las Organizaciones 
de la Sociedad Civil están fuertemente determinados por los cobros por servicios 
que ellas mismas realizan y que está relacionada con su objeto social. El Dr. 
Michael D. Layton señala en sus estudios que en México, aproximadamente el 
85% de los recursos que reciben las organizaciones de la sociedad civil provienen 
de cobros por servicios que ellas mismas proporcionan, 9% proviene de apoyos 
gubernamentales y tan sólo 6% proviene de la filantropía. En comparación, en 
Estados Unidos estos porcentajes son del 57%, 31% y 13%, respectivamente; y 
en el promedio de países latinoamericanos las cifras son del 74%, 15% y 10%, 
respectivamente. 
 
Adicionalmente, señala que el apoyo filantrópico y gubernamental hacia estas 
organizaciones en México es uno de los más bajos del mundo si se le mide en 
relación con el PIB. De una muestra de 36 países, México ocupa el último lugar 
con sólo el 0.04% de su PIB otorgado en donativos a las organizaciones de la 
sociedad civil. 
 
 

País
Porcentaje del PIB 

dedicado a la filantropía

Estados Unidos 1.01%

España 0.87%

Argentina 0.38%

Colombia 0.32%

Perú 0.26%

Brasil 0.17%

México 0.04%  
Fuente: Lester M. Salamon et al., Global Civil Society, Dimensions of the Nonprofit Sector, 
Volume 2, Johns Hopkins Comparative Nonprofit Sector Project, Kumarian Press, 2004. 

                                                           
1
 Profesor de tiempo completo y Director del Proyecto sobre Filantropía y Sociedad Civil, Departamento 

Académico de Estudios Internacionales del Instituto Tecnológico Autónomo de México. 
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Estas son las verdaderas razones de que tengamos un sector de organizaciones 
ciudadanas tan pequeño, tan poco fortalecido y con problemas para sobrevivir. 
Pocos son los ciudadanos, los que pueden observar los problemas cotidianos que 
enfrentan las organizaciones de la sociedad civil para sobrevivir a causa de la falta 
de fuentes de recursos. 
 
Las organizaciones de la sociedad civil han cobrado una verdadera importancia en 
el desarrollo social de México y en la reintegración de las minorías mexicanas en 
la sociedad y en las actividades cotidianas. Este tipo de organizaciones realizan 
actividades de “remediación social” que no realiza ni el sector privado ni el sector 
público, no sólo por falta de capacidad técnica, humano y operativa, sino también 
por una verdadera falta de visión para empoderar a la sociedad civil y fortalecer a 
los grupos menos favorecidos de la sociedad. 
  
Las Organizaciones de la Sociedad Civil, con una gran vocación de servicio y 
compromiso, aportan su experiencia y sus escasos recursos económicos, 
humanos y materiales a la atención de la población mexicana.  
 
Si bien la publicación de la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas 
por Organizaciones de la Sociedad Civil en el año 2004, permitió que este tipo de 
organizaciones se constituyera en México en un canal eficiente para la 
participación ciudadana y para la atención de demandas sociales, el crecimiento y 
fortalecimiento de este sector depende fuertemente del nivel de recursos con el 
que cuente. 
 
Es por lo anterior que la iniciativa que se presenta cobra especial relevancia. Se 
trata de rescatar el espíritu inicial de la iniciativa del diputado Juan Guerra de 
establecer límites a la evasión y elusión fiscal mediante el otorgamiento de 
donativos, pero corregir el extremo en que cayó la Comisión de Hacienda y 
Crédito Público al llevar ese límite al 7 por ciento. 
 
Por ello se propone aumentar el límite existente en la legislación en los artículos 
31 y 176 de la Ley del Impuesto sobre la Renta del 7% al 25%. La ampliación del 
límite de la deducibilidad de los donativos otorgados por personas físicas y 
morales a donatarias autorizadas al 25% privilegiaría la actividad que realizan las 
organizaciones de la sociedad civil y fortalecería al sector, dando mejores 
esperanzas de supervivencia a las Organizaciones de la Sociedad Civil que 
cuentan con pocos recursos para llevar a cabo su actividad social y enfocarla 
hacia los grupos más necesitados de este país. 

Ahora bien respecto al artículo, 95 se propone adicionarle una fracción XXI, lo 
anterior a efecto de que las asociaciones y sociedades que se encuentren 
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debidamente inscritas en el Registro Federal de Organizaciones de la Sociedad 
Civil conforme a la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por 
Organizaciones de la Sociedad Civil serán consideran personas morales con fines 
no lucrativos, además de las señaladas en el artículo 102 de la misma, las 
siguientes. 

Asimismo se propone incluir en el artículo 97 la referencia a la fracción XXI, la cual 
se adicionó en el artículo 95, con el fin de que el contenido de la Ley sea 
armónico. Se elimina también la prohibición de las OSC´s para influir en la 
legislación contenida en la fracción II del artículo 97, toda vez que esto constituye 
una limitación al derecho de petición de la cual gozamos todos los mexicanos por 
estar contenido en el artículo 8° de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

 
Justificación de la Reforma al artículo 93 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta 
 
El 10 de septiembre de 2009, el Ejecutivo Federal presentó, como todos los años, 
su reforma a la miscelánea fiscal en el marco de la discusión del paquete 
económico para el ejercicio fiscal 2010.  
 
En esa ocasión se presentó lo que se denominó como “reforma integral de la 
hacienda pública”, lo que el Gobierno Federal justificó como una iniciativa que se 
tornaría en un instrumento para garantizar al Estado “la captación de mayores 
recursos para atender las necesidades de financiamiento y, en consecuencia, 
alcanzar el desarrollo humano sustentable, que constituye un aspecto prioritario 
contenido en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012”. 
 
Sin duda, la justificación de una reforma integral a la hacienda pública era más 
que evidente en el marco de una desaceleración económica mundial que requería 
fortalecer los mecanismos de financiamiento del gasto público en el país. Por esa 
razón y considerando fundamental para el desarrollo y crecimiento económico del 
país mantener la solidez en las finanzas públicas y conservar la estabilidad de las 
principales variables macroeconómicas, fue que el Ejecutivo Federal planteó 
modificar la Ley del Impuesto Sobre la Renta (ISR), y en consecuencia 
incrementar su eficiencia recaudatoria. 
 
El Ejecutivo Federal señaló en esa iniciativa que en el ejercicio fiscal de 2008, la 
recaudación por concepto del ISR había generado ingresos equivalentes al 5.2 por 
ciento del Producto Interno Bruto, y que esa recaudación era superior al nivel 
superior promedio que se había observado en los últimos 28 años. Sin embargo, 
señalaba la iniciativa, durante los primeros meses de 2009 se había observado 
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una baja en la recaudación, lo que significó que en el mes de julio de 2009, los 
ingresos generados por ISR registraran una caída de 14.3 por ciento en términos 
reales con respecto del monto observado en el mismo periodo de 2008. 
 
Esto era consecuencia de una desaceleración económica internacional derivada 
de una crisis financiera internacional que impactaba el ciclo económico nacional, 
además de los efectos que había causado la contingencia sanitaria ocurrida en 
abril del año 2009. 
 
Fue así que con el objetivo de mantener una estabilidad de la macroeconomía en 
el país, y anticipando una menor recaudación tributaria, el gobierno federal debió 
instrumentar medidas tributarias que permitieran salvar esa situación económica 
internacional. Esa fue la razón de las medidas que se incluyeron en la reforma a la 
Ley del Impuesto Sobre la Renta aplicables para el ejercicio fiscal 2010. 
 
En particular, en materia del sector de donatarias autorizadas, la iniciativa 
propuesta por el Ejecutivo Federal incorporó algunas medidas “con el fin de 
homologar las obligaciones fiscales de todas las donatarias, garantizar mayor 
certidumbre jurídica respecto de las actividades que pueden realizar las donatarias 
autorizadas y asegurar la transparencia de la información referente, entre otros, a 
los recursos públicos que de forma indirecta reciben vía los donativos de los 
particulares, así como sobre el uso y destino de los mismos, y de esta manera 
permitir a las autoridades fiscales contar con los elementos suficientes para que 
ejerzan sus facultades de comprobación”. 
 
Fue así que se propuso, y posteriormente se aprobó, precisar que los ingresos 
que obtienen las donatarias autorizadas por la enajenación de bienes o prestación 
de servicios no relacionados con su objeto social o los fines para los que fueron 
creadas, no podrían exceder del 10 por ciento de los ingresos obtenidos por el 
desarrollo de las actividades directamente relacionadas con su objeto. La iniciativa 
justificó que ello se debía a “que las donatarias deben dedicarse exclusivamente a 
la consecución de su objeto social y no a actividades empresariales”. 
 
En virtud de que las condiciones económicas internacionales se han modificado y 
son más favorables para la economía nacional, y que la recaudación por 
impuestos se ha fortalecido hasta el año 2011, es importante para el sector de las 
Organizaciones de la Sociedad Civil, hacer una evaluación sobre las reformas que 
se aprobaron en el contexto económico entonces prevaleciente. 
 
Es cierto que es correcto obligar a las Organizaciones de la Sociedad Civil, y en 
particular a las donatarias autorizadas, a dedicarse exclusivamente a las 
actividades que define la consecución de su objeto social y a no encubrir la 
realización de actividades empresariales, pues de esta manera se transparenta la 
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actividad de este sector. Adicionalmente, se evita la evasión o elusión fiscal por 
esta vía, en la medida en que actividades empresariales pudieran disfrazarse de 
actividades sociales perjudicando la imagen del sector, en relación con la ayuda 
social que este brinda a la población mexicana. 
 
Sin embargo, también es cierto que esta reforma al artículo 93 presupuso, de una 
forma un tanto errónea, que las actividades directamente definidas por el objeto 
social de las Organizaciones de la Sociedad Civil son suficientes para financiar su 
actividad y su supervivencia.  
 
Si los ingresos derivados por las actividades enmarcadas por el objeto social de 
las Organizaciones de la Sociedad Civil fueran suficientes para garantizar su 
supervivencia, estas organizaciones no se verían obligadas a realizar actividades 
distintas a las de su objeto social. 
 
Más aún, si los ingresos provenientes por fuentes distintas a su propia actividad, 
es decir, donativos y apoyos económicos provenientes de la filantropía, del sector 
privado empresarial y público, fueran suficientes y distribuidos de una forma 
mucho más equitativa entre todas las Organizaciones de la Sociedad Civil, estas 
organizaciones no se verían obligadas a realizar actividades que las distraen de la 
realización y cumplimiento cabal de su objeto social, pero que sin duda les 
generan ingresos para poder sobrevivir y seguir realizando actividades sociales en 
apoyo de la sociedad mexicana, principalmente la más vulnerable o la menos 
protegida. 
 
Las Organizaciones de la Sociedad Civil han venido creciendo en número y 
sectores abarcados en la última década, principalmente a partir del año 2004 en 
que se expidió la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por 
Organizaciones de la Sociedad Civil. 
 
Sin embargo, este crecimiento ha estado relacionado directamente con su 
capacidad para encontrar fuentes de financiamiento, principalmente por las 
actividades que ellas mismas realizan. 
 
De acuerdo con información compilada por la Universidad Johns Hopkins2 y 
analizada por el Dr. Michael D. Layton3 sobre 36 países, si se analiza el sector de 
las organizaciones de la sociedad civil desde el la perspectiva de los recursos y 
donaciones con que cuentan para llevar a cabo su labor de ayuda y auxilio a la 

                                                           
2
 Layton, Michael (2009). “Financiando la sociedad civil en México: una aproximación a través de la II 

Encuesta Nacional sobre Filantropía y Sociedad Civil, 2008”.   
3
 Profesor de tiempo completo y Director del Proyecto sobre Filantropía y Sociedad Civil, Departamento 

Académico de Estudios Internacionales del Instituto Tecnológico Autónomo de México. 
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sociedad, Michael D. Layton señala que el financiamiento de este sector de la 
sociedad civil está fuertemente determinado por los cobros por servicios que 
realizan y, que en cambio, es muy débil el apoyo filantrópico y gubernamental 
hacia estas organizaciones.  
 
Dadas estas cifras de dependencia de los ingresos provenientes de las 
actividades que ellas mismas realizan para poder sobrevivir y llevar a cabo su 
actividad social, se requiere revisar la reforma al artículo 93 aprobada en el año 
2009 y que limita al 10 por ciento los ingresos exentos provenientes por 
actividades que no necesariamente se relacionan con su objeto social. 
 
Sin duda y con un afán de evitar la evasión y elusión fiscal y efectivamente obligar 
a las Organizaciones de la Sociedad Civil a que cumplan con su misión y objeto 
social para las que fueron creadas, es importante no abrir completamente este 
límite, pero sí es fundamental para la supervivencia y crecimiento del sector de 
organizaciones civiles sin fines de lucro, que este límite se revise a la alza. 
 
La justificación por incrementar este límite, cobra especial relevancia si se revisan 
las cifras del apoyo económico por parte del sector público a las Organizaciones 
de la Sociedad Civil. En el Informe Anual de las Acciones de Fomento y de los 
Apoyos y Estímulos otorgados por Dependencias y Entidades de la Administración 
Pública Federal a favor de estas Organizaciones correspondiente a 2010 de 
OSC´s, se señala que en 2010 se otorgaron 6,028 apoyos económicos a 3,049 
OSC´s. Esto representa un incremento en el número de apoyos económicos de 
casi 40% con respecto a 2009, pero sólo un incremento de poco más de 15% con 
en el número de organizaciones apoyadas. Si se consideran las organizaciones 
que a fines del año 2010 registraron tener su CLUNI, estas cifras evidencian que 
sólo el 23% de las organizaciones que aparecen en el Registro Federal recibieron 
apoyos económicos otorgados por la Administración Pública Federal. 
 
Por lo anterior, en esta iniciativa de reforma, se propone cambiar la redacción 
actual del artículo 93 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta de: “podrán obtener 
ingresos por actividades distintas a los fines para los que fueron autorizados para 
recibir dichos donativos, siempre que no excedan del 10% de sus ingresos totales 
en el ejercicio de que se trate” a “obtener ingresos por actividades con fines no 
lucrativos a los que se refieren del artículo 95 de esta Ley, susceptibles de ser 
consideradas para recibir donativos en los términos de este Título, siempre que no 
excedan de una tercera parte de sus ingresos totales en el ejercicio de que se 
trate”. 
 
Esta modificación, sin duda daría un “respiro” a las Organizaciones de la Sociedad 
Civil, en virtud de que en el marco de la crisis económica internacional este sector 
no gozó de ningún esquema que le permitiera sortear de mejor forma la 
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disminución de ingresos provenientes de todas las fuentes, incluyendo las de la 
filantropía.  
 

Como se puede notar, se sugiere que el texto se refiera a que estarán exentos los 
ingresos provenientes de cualquier actividad susceptible de autorización conforme 
al artículo 95 de la Ley del ISR. Cabe señalar que esta propuesta no afecta en 
ningún momento la recaudación fiscal, ya que se circunscribe al régimen de 
personas morales con fines no lucrativos y se preservan los estímulos que les 
corresponden por este carácter. Por otra parte, se solicita que los ingresos sean 
una tercera parte de los ingresos para estar en consonancia con la Regla 
Miscelánea Fiscal I.3.9.15. 
 
Apoyar a las Organizaciones de la Sociedad Civil con esta reforma significa ser 
justos socialmente hablando, en virtud de que este sector no tuvo apoyos 
económicos para sortear la crisis económica mundial de 2009 y 2010. También 
significa un incrementar las oportunidades que tienen los sectores más 
vulnerables de la sociedad y las minorías por tener a su alcance ayuda y auxilio 
como el que prestan las Organizaciones de la Sociedad Civil y que no 
necesariamente prestan las empresas privadas o el sector público en el país. 
 

Por lo expuesto, y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71 fracción II 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como los 
artículos 8° numeral 1, fracción I, 164 numeral 1, 169 y 172 del Reglamento del 
Senado de la República, sometemos a la consideración del pleno de la Cámara de 
Senadores, el siguiente proyecto de: 

 

Decreto 

Por el que se reforman el párrafo quinto de la fracción I del artículo 31, el 
párrafo séptimo del artículo 93, la fracción I y el primer párrafo de la fracción 
II, ambos del artículo 97, y el párrafo cuarto de la fracción III del artículo 176; 
se adiciona la fracción XXI al artículo 95; y se deroga el párrafo segundo de 
la fracción II del artículo 97 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, para 
quedar de la siguiente forma: 

 
Artículo Único. Se reforman el párrafo quinto de la fracción I del artículo 31, el 
párrafo séptimo del artículo 93, la fracción I y el primer párrafo de la fracción II, 
ambos del artículo 97, el párrafo cuarto de la fracción III del artículo 176; se 
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adiciona la fracción XXI al artículo 95; y se deroga el párrafo segundo de la 
fracción II del artículo 97 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, para quedar 
como sigue: 
 
 
Artículo 31. … 
  
I. …  
 
a) a la f)  
…  
…  
 
El monto total de los donativos a que se refiere esta fracción será deducible hasta 
por una cantidad que no exceda del 25% de la utilidad fiscal obtenida por el 
contribuyente en el ejercicio inmediato anterior a aquél en el que se efectúe la 
deducción. 
 
II. a XXIII.  
 
 
Artículo 93. … 
 
… 
 

… 
 
…  
 
…  
 
… 
 

Las personas morales y fideicomisos autorizados para recibir donativos 
deducibles de impuestos podrán obtener ingresos por actividades con fines no 
lucrativos a los que se refieren del artículo 95 de esta Ley, susceptibles de 
ser consideradas para recibir donativos en los términos de este Título, 
siempre que no excedan de una tercera parte de sus ingresos totales en el 
ejercicio de que se trate. No se consideran ingresos por actividades distintas a 
los referidos fines los que reciban por donativos; apoyos o estímulos 
proporcionados por la Federación, las entidades federativas, o municipios, así 
como aquellos establecidos en los ordenamientos fiscales federales que así 
lo determinen; enajenación de bienes de su activo fijo o intangible; cuotas de sus 
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integrantes; intereses; derechos patrimoniales derivados de la propiedad 
intelectual; uso o goce temporal de bienes inmuebles, o rendimientos obtenidos de 
acciones u otros títulos de crédito, colocados entre el gran público inversionista en 
los términos que mediante reglas de carácter general establezca el Servicio de 
Administración Tributaria. En el caso de que sus ingresos no relacionados con los 
fines para los que fueron autorizadas para recibir dichos donativos excedan del 
límite señalado, las citadas personas morales deberán determinar el impuesto que 
corresponda a dicho excedente, de conformidad con lo establecido en el párrafo 
anterior. 

 
Artículo 95. … 
 
I. a la XX. … 
 
XXI Las asociaciones y sociedades que se encuentren debidamente inscritas 
en el Registro Federal de Organizaciones de la Sociedad Civil conforme a la 
Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones de 
la Sociedad Civil. 
… 
 
… 
 
 
Artículo 97. Las personas morales con fines no lucrativos a que se refieren las 
fracciones VI, X, XI, XII y XXI del artículo 95 de esta Ley, deberán cumplir con lo 
siguiente para ser consideradas como instituciones autorizadas para recibir 
donativos deducibles en los términos de esta Ley.  
 
I. Que se constituyan y funcionen exclusivamente como entidades que se 
dediquen a cualquiera de los fines a que se refieren las fracciones VI, X, XI, XII y 
XXI del artículo 95 de esta Ley y que, de conformidad con las reglas de carácter 
general que al efecto expida el Servicio de Administración Tributaria, una parte 
sustancial de sus ingresos la reciban de fondos proporcionados por la Federación, 
Estados o Municipios, de donativos o de aquellos ingresos derivados de la 
realización de su objeto social. Tratándose de aquellas entidades a cuyo favor se 
emita una autorización para recibir donativos deducibles en el extranjero conforme 
a los tratados internacionales, además de cumplir con lo anterior, no podrán recibir 
ingresos en cantidades excesivas por concepto de arrendamiento, intereses, 
dividendos o regalías o por actividades no relacionadas con su objeto social. 
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II. Que las actividades que desarrollen tengan como finalidad primordial el 
cumplimiento de su objeto social, sin que puedan intervenir en campañas 
políticas o involucrarse en actividades de propaganda.  
 
Se deroga. 
 
III. a la VII. … 
 
… 
 
… 
 
…  
 
… 
 
 
Artículo 176… 
 
I. a la  II…. 
 
III.... 
 
a) al f)  
 
… 
 
… 
 
El monto total de los donativos a que se refiere esta fracción será deducible hasta 
por una cantidad que no exceda del 25% de los ingresos acumulables que sirvan 
de base para calcular el impuesto sobre la renta a cargo del contribuyente en el 
ejercicio inmediato anterior a aquél en el que se efectúe la deducción, antes de 
aplicar las deducciones a que se refiere el presente artículo. 
 
IV. a la VIII … 
 
… 
 
… 
 
… 
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Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor 180 días después de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 
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